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Cada país tiene el libre albedrío de elegir y de adoptar el tipo de derechos laborales 

y de seguridad social que mejor le acomode en razón de circunstancias propias, tales como 

idiosincrasia, historia, tradiciones culturales, economía, etc. No hay manera uniforme de 

entender y normar la relaciones de trabajo ordinario o burocrático – ya individual o ya 

colectivo-, ni tampoco procedimental; lo mismo ocurre tratándose de los sistemas de la 

protección social. 

 

Obvio es que existen algunos modelos paradigmáticos, mundialmente conocidos  

en materia laboral y de seguridad social; empero, así fueran idénticas las formas 

estructurales, en razón de las peculiaridades de cada país sencillamente no funcionarían ni 

se desarrollarían igual. 

 

Si bien cada nación concibe y percibe de manera singular la instrumentación del 

marco legal y normativo interno, debe quedar claro que de un tiempo a la fecha se han 

emitido en nuestra zona geográfica latinoamericana una serie de legislaciones que son 

lesivas para los trabajadores subordinados y de paso para la sociedad en general. 

 

Dicha normativa legal, incluso a veces hasta inconstitucional, debería ser 

combatida aun oficiosamente por los propios órganos jurisdiccionales competentes del 

Estado-una utopía, ya se sabe, pues el Estado no irá nunca contra sí mismo. Pero también, 

en una abierta resistencia civil pacífica, no debieran ser acatados u obedecidos por nadie al 

contravenir el Pacto Social básico nacional, aunque esa resistencia pacífica también sea una 

utopía, debido a la ancestral falta de memoria histórica y de cultura previsional de que 

adolecen nuestros pueblos de la llamada “América Morena”. 

 

Por otra parte, el Derecho Social debe su contenido a una nueva concepción del 

hombre por parte de la ciencia jurídica, en donde en vez de individuos se atiende  a la red o 

tejido social que éstos forman; así, al dejar su individualidad, se mira a patrones y a 



trabajadores, a propietarios rurales y campesinos, a profesores y estudiantes, a las personas 

productivas necesitadas de protección social. 

La fórmula en que descansa el llamado Derecho Social – en cuyo elenco 

encontramos al Derecho Laboral y al de Seguridad Social-, es muy simple de enunciar, 

pero harto compleja de materializar  en la práctica: “Darle más a quien más necesita, menos 

al que necesita menos , y nada al que afortunadamente nada necesita”. 

 

No olvidemos que el derecho al trabajo y a la protección de la seguridad social por 

parte del estado, fueron elevados al rango de Derechos Humanos inalienables e 

irrenunciables, atento al texto  de los artículos 22  y 23 de la “Declaración Universal de los 

Derechos Humanos”, que deben relacionarse al artículo 25 de dicha declaración. Derechos 

básicos y fundamentales que  por cierto suelen ser reiterados en las propias constituciones 

políticas nacionales, pero aunque no sean mencionados, lo cierto es que existen y subsisten. 

 

Ahora bien, los derechos sociales tienen siempre 3 cualidades básicas, a saber: 

a) Son normas taxativas, pues limita o circunscribe un caso concreto  a determinadas 

circunstancias, sin admitir discusión al respecto de su existencia;  

b) Son normas de orden público e interés social, lo que implica que son normas 

legales que no pueden ser alteradas, ni por la voluntad de los individuos, ni por la 

aplicación del derecho extranjero, siendo además una pretensión trascendente de la 

colectividad su aplicación permanente en favor de los sujetos protegidos por las mismas, al 

ser casi siempre grupos sociales vulnerables; y, 

c) Son normas irrenunciables e inalienables, es decir, que en razón de su propia 

naturaleza intrínseca, respecto de ellas no procede renuncia tacita ni expresa a su eventual 

protección;  mucho menos podría negociarse su observancia. 

 

Por lo tanto, cuando abiertamente se inobserven las propias constituciones políticas 

nacionales, con la expedición de nuevas normativas legales- por más necesarias que tales 

reformas estructurales resulten-, y se cambien las reglas preexistentes en detrimento de los 

trabajadores y los asegurados, se incurre en una legalidad flagrante; este asunto de enorme 

impacto social y económico, no debiera permitirlo la sociedad entera al partirse de una 

premisa jurídica fundamental que habría que recordar siempre: un pueblo que no respeta su 

constitución, no se respeta a sí mismo. 

 

Como en materia laboral y de seguridad social, si el Estado no puede, entonces 

nadie puede, deberá quedarnos claro a todos el punto medular que aquí se plantea: No se 

puede ni deben cambiar las reglas del juego durante el juego. 



 

En tal sentido, con base a un análisis acucioso  de las Normas Mínimas que al 

respecto ha emitido la propia OIT sobre este tema, aunado ello a las propias disposiciones  

Constitucionales continentales que vuelven al trabajo objeto de permanente atención al ser 

considerado como un derecho y un deber sociales, así a la seguridad social no un mero 

postulado político, sino un verdadero derecho exigible al estado, podemos extraer  al 

menos 4 conclusiones válidas, ante la eventualidad de un cambio legislativo: 

� Primera, la responsabilidad directa de su observancia corresponde 

ineludiblemente al Estado. En el caso concreto del asunto laboral, es su 

deber preservar la correcta relación entre los factores de la producción 

(capital y trabajo); en tanto que, en el caso específico de la seguridad 

social, al ser éste un servicio público, la responsabilidad originaria de su 

prestación y control legal le compete al propio Estado, aunque entes 

privados participen en la prestación del mismo. 

� Segunda, de hallarse plasmado en norma Constitucional el derecho de 

acceso a la regulación del orden laboral o trabajo formal, así como el de la 

seguridad social, le estará siempre prohibida al Estado la aplicación 

retroactiva, en perjuicio del gobernado, de leyes y/o de disposiciones 

reglamentarias o administrativas, que vulneren e inobserve ese derecho 

superior, pues recordemos que la normativa secundaria deberá ser acorde y 

hallarse siempre subordinada a la constitución nacional. 

� Tercera, en todo caso la planificación e instrumentación de todo tipo de 

sistemas legales en materia laboral y de seguridad social, corresponderá 

sólo al Estado, al ser asuntos de interés social; siendo entonces su 

responsabilidad inherente la creación y operación de los mecanismos 

nacionales específicos creados para la eventual regulación de asuntos 

laborales y de seguridad social, cualesquiera que sean las circunstancias 

especiales de estos sistemas. 

� Cuarta, los derechos sociales del trabajo y de la seguridad social, al ser 

derechos humanos y sociales, poseen intrínsecamente 3 atributos 

fundamentales, a saber: son normas irrenunciables, inalienables y, en lo 

esencial imprescriptibles, con la excepción de prestaciones económicas 

periódicas. 

Habiendo quedado plasmadas tales premisas básicas de los derechos del trabajo y 

de la seguridad social, es factible señalar que tanto a la luz de la teoría jurídica de los 

derechos adquiridos, como de la teoría de los componentes de la norma, los derechos 

emanados de la norma vigente se adquieren precisamente desde el momento en que  por 



vez primera el interesado se ve inmerso en una relación jurídica laboral, con derecho al 

manto protector de la seguridad social. 

Así con el simple transcurso del tiempo, se irán generando poco a poco una serie  

de derechos o prerrogativas para el operario, plasmadas en el marco normativo legal o 

reglamentario entonces vigente, hasta satisfacer las “condiciones suspensivas” que, para 

cada caso concreto, pudiesen estar fijadas en ley. 

Hablamos aquí de condiciones suspensivas, plazos o requisitos de acceso a ciertas 

prestaciones jubilatorias laborales o pensionarias de seguridad social; o bien de algunos 

requisitos de antigüedad para tener derecho a prestaciones económicas, tales como primas, 

bonos, incentivos, compensaciones o cualquier otra forma que adopte las mismas, con 

independencia de su eventual denominación. 

De manera pues que se irán configurando tales derechos con el decurso de los años 

y el obsequio a las condiciones exigidas en ley para acceder a prestaciones en dinero o en 

especie, ya sea de índole laboral o de seguridad social; y una vez completados todos los 

requisitos plasmados en norma legal, a este tipo de derechos se les llama en la práctica 

forense como lo que en realidad son: derechos adquiridos. 

Así las cosas, no son ni significan exactamente lo mismo “derechos latentes” que 

“derechos adquiridos”, como algunos aseguran, pues el adjetivo “latente” implica que el 

primero de ellos está inactivo todavía por alguna razón, acaso porque no ha terminado de 

adquirirse o porque aún no es posible ejercerlos al faltar alguna otra condición todavía en 

proceso de adquisición. Si se quiere la diferencia consiste en simple cuestión de énfasis, 

pero existe en nuestra opinión 

 Tratándose de pensiones laborales jubilatorias, o de seguridad social, ya se sabe 

que su otorgamiento estará condicionado casi siempre –los riesgos de trabajo suelen ser la 

excepción- al cumplimientos cabal de ciertos “requisitos de espera”, esto es, de tiempo 

laborado o edad biológica, o bien de alguna combinación de ambas, aunado a veces a 

alguna otra condición suspensiva –como sería la imposibilidad laboral permanente y 

definitiva o acaso la ausencia de ingresos económicos, por  ejemplo-, En todo caso, lo que 

ahora más nos interesa resaltar, si completado al fin alguno de esos requisitos, faltase algún 

otro de satisfacer, un eventual cambio legal no podrá nunca afectar ese derecho latente. 

 

 Porque de cambiar el legislador secundario, durante la vida activo-productiva del 

trabajador asegurado, las reglas legales a que e operario ha estado sujeto desde cuando fue 

inicialmente incorporado a un sistema legal con predeterminados requisitos, debe 

reconocerse invariablemente que dicha modificación de reglas de acceso a todo tipo de 

prestaciones en dinero o en especie, vulnera abiertamente, en perjuicio del gobernado, sus 

garantías individuales y sociales, al violentarse no sólo la naturaleza intrínseca de tales 



derechos que son de orden público e interés social –de suyo inalienables e irrenunciables-, 

sino en la mayoría de las veces violentándose también el mismo marco constitucional 

existente. 

 De manera que, de efectuarse reajustes legales a los requisitos de acceso a 

prestaciones laborales o de seguridad social, las nuevas reglas existentes sólo podrán serle 

aplicadas a los nuevos trabajadores asegurados que no estuvieron afiliados al régimen 

anteriormente vigente, más no a quiénes comenzaron a generar tales derechos con la 

normativa derogada o abrogada. A esto, bien se sabe, se le suele denominar jurídicamente 

como “Principio de irretroactividad de leyes”, un  Principio General del Derecho no escrito 

que los juristas bien sabemos existen, perviven y subyacen en la ciencia jurídica, así no esté 

planeado e ninguna normativa legal expresa. 

 

 Pero en concreto, ¿qué debemos entender por derechos latentes? ¡Qué es la latencia 

de derechos sociales? 

Pues bien, según lo define el Diccionario de la Real Academia Española, el adjetivo 

“latente” significa oculto, escondido o aparentemente inactivo; en tanto que “latencia” es la 

cualidad o condición de latente y, en una segunda acepción, es el tiempo que transcurre 

entre un estímulo y la respuesta que produce. 

 

 De manera pues que, en materia jurídica, cuando se adquiere un derecho al 

configurarse en la realidad concreta la hipótesis legal prevista – ya sea en el rubro laboral o 

en el de la protección social que acompaña a aquélla-, se adquieren, por ese simple hecho, 

acciones o atributos que emana de las propias leyes sociales a favor de alguien ( en este 

caso, el trabajador asegurado y por extensión, su núcleo familiar directo y dependiente 

económico), y siempre al cargo de alguien ( del empleador, de algún Seguro Social o en 

última instancia del propio Estado, según el caso concreto y la disposición legal aplicable ). 

 

 Ello sucede especial, que no exclusivamente, tratándose de los derechos sociales 

laborales y/o de seguridad social que ya lo vimos antes, tienen características singulares al 

ser derechos humanos, emanadas de normas taxativas, de orden público e interés social, 

irrenunciables e inalienables. 

 

 Para fines propedéuticos por derecho latente debemos entender: 

 Las acciones o atributos que emanan de las propias leyes laborales y de seguridad 

social nacionales o locales, generando a favor de un trabajador desde que comenzó el 

vínculo laboral  y que a la vez se halla inscrito a un régimen de seguridad social –o que 

debiera estarlo, si no lo está por razones ajenas a su voluntad- y el cual  se va conformando 



mediante el decurso del tiempo hasta completarse la condición suspensiva fijada ( es decir, 

algún lapso  previsto en norma legal aplicable, que deba ser medido en años efectivos de 

servicio, o alguna edad biológica, o algún estado civil predeterminado, o cierto número de 

años de aseguramiento medidos a veces en semanas de cotización al ente público 

asegurador o bien en alguna otra circunstancia  específica- como podría ser: la incapacidad 

permanente total para laborar, o la  declaración de estado de invalidez, o la cesantía en edad 

avanzada, o el desempleo, y /o  algunas otras causas análogas-) Derechos que guardarán un 

estado latente hasta que se conforman y terminen de adquirirse, o bien  un estado de 

latencia hasta que se  ejercitan por el titular de ellos. 

 En tanto que propedéuticamente, latencia de derechos sociales significaría: 

 La cualidad o condición de predeterminados derechos sociales laborales y/o de  

seguridad social, que son irrenunciables e inalienables por razón de su naturaleza jurídica 

intrínseca, mismo que se han integrado paulatinamente desde el inicio de una relación 

laboral continuada, los que aún no pueden ser ejercidos por su titular por causas ajenas a su 

voluntad al faltarle todavía la consumación de algún otro requisito  legal distinto en vías de 

integrarse y, por lo tanto, contra ellos no pude correr ningún término prescriptorio ( el 

típico caso de haber completado la edad biológica requerida,  pero no la antigüedad laboral 

fijada, o viceversa). 

 Como podrá advertirse, tanto los derechos latentes como la latencia de derechos 

sociales, son perfectamente reconocibles, al ser derivados siempre – se insiste en este  

punto por la importancia que tiene- de normas taxativas, de orden público e interés  social, 

inalienables e irrenunciables, que comienzan a integrarse cuando se dan  en los hechos la 

hipótesis legal de una relación laboral subordinada y el consecuente derecho de 

aseguramiento a un sistema de seguridad social obligatorio, siendo pues  derechos efectivos 

– que no meras expectativas de derechos-, los que ineluctablemente deben ser respetados y 

reconocidos por todos, incluso por el Estado mismo y desde luego por  la propia sociedad 

en general, al no ser un don gracioso ni una dádiva. 

Sostenemos entonces que no es cuando se culmina dicho proceso, cuando el 

derecho de adquiere; a nuestro entender, se adquiere, en razón de la naturaleza intrínseca de 

este tipo de derechos sociales, cuando se comenzó su eventual adquisición; sin que pueda 

afectarle el cambio de normativa legal o reglamentaria que en futuro pudiese presentarse. 

 

Para que mejor se entienda el punto: Las reglas del juego están dadas desde el  

primer día y a esas reglas deben abstenerse todos los jugadores hasta que culmine el juego. 

Así de simple. 

Con base a lo expuesto, no se vale que tras de comenzar a adquirirse los derechos 

latentes, por las razones que sean, durante su eventual término de configuración se cambien 



“las reglas del juego”, imponiéndose condiciones distintas que sean lesivas para el 

trabajador o asegurado que, se insiste, ya les había comenzado a adquirir de una forma 

predeterminada. 

 

Vaya y pase que en un momento dado cambie el entorno y exijan mayores 

requisitos para los de nuevo ingreso –si es que las condiciones políticas, económicas y 

sociales de un país así lo ameritan-; pero nunca deberá de cambiarse la regulación legal 

para quienes ya habían depositado, de toda buena fe, su futuro en un marco legal específico 

y concreto vigente al inicio de su carrera laboral. 

A manera de conclusiones planteamos las siguientes consideraciones: 

 

PRIMERA.- Nadie tiene el derecho de volver nugatorio los derechos latentes de los 

trabajadores o de posponer el otorgamiento de prestaciones y/o servicios de seguridad 

social, generados por el operario asegurado bajo el amparo de la Constitución Política 

nacional y la legislación vigente en su época activo-productiva. 

 

SEGUNDA.- Nadie puede arrogarse el derecho de cambiar los requisitos de acceso 

en materia de derechos sociales, a las prestaciones laborales y de seguridad social de los 

operarios. Por el contrario, en respeto al principio jurídico que contempla la prohibición de 

aplicación retroactiva de leyes en agravio del interesado, deberán respetarse los derechos 

pre-adquiridos, latentes o en proceso de adquisición de los trabajadores y asegurados. 

 

TERCERA.- El espinoso tema de los llamados derechos latentes ha sido muy poco 

explorado académicamente por los juslaboralistas y segurólogos sociales 

Latinoamericanos, quienes impotentes han visto cómo en el último cuarto de siglo se han 

venido cambiando en la región, tanto las leyes laborales como las de seguridad social, 

violentándose derechos adquiridos o latentes de los trabajadores subordinados, así como los 

de los asegurados y derechohabientes como recipiendarios del servicio público de la 

seguridad social originariamente al cargo del Estado. 

 


